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Carrera Administrativa. RÃ©gimen Especial en las ContralorÃas Territoriales y aplicaciÃ³n de la Ley 909 del 2004

El seÃ±or Director del Departamento Administrativo de la FunciÃ³n PÃºblica formula a esta Sala las siguientes preguntas:

"1- Conteniendo (sic) la Ley 909 de 2004 un RÃ©gimen General de Carrera Administrativa, Ã©ste es aplicable a las ContralorÃas Territoriales,
las cuales deben regirse por una norma especial de carrera?"

"2- De conformidad con lo establecido por la ley 909 de 2004, la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil es competente para administrar y vigilar la
carrera administrativa especial de las ContralorÃas Territoriales, dado que de su competencia se excluyen los regÃmenes especiales de carrera
al tenor de lo dispuesto por el artÃculo 130 de la ConstituciÃ³n PolÃtica?

De ser negativa la respuesta, que Ã³rgano tendrÃa esta competencia?"

"3- Pueden las ContralorÃas territoriales desarrollar sus instrumentos de evaluaciÃ³n del desempeÃ±o laboral y someterlo a la aprobaciÃ³n de la
ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, o pueden Ã©stas surtir tal trÃ¡mite sin su aprobaciÃ³n?"

Consideraciones de la Sala:

Con el fin de resolver los interrogantes planteados por el Sr. Director del Departamento Administrativo de la FunciÃ³n PÃºblica, procede la Sala a
analizar  las  vicisitudes  en  la  definiciÃ³n  de  las  reglas  aplicables  a  la  carrera  administrativa  de  las  contralorÃas  territoriales,  que  explican  y
permiten plantear los problemas jurÃdicos implÃcitos en las preguntas formuladas,  para luego proceder a analizarlos y concluir  con las
respuestas solicitadas.

I.  LAS VICISITUDES LEGALES Y JURISPRUDENCIALES SOBRE LA REGULACIÃ�N DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA DE LAS CONTRALORÃ�AS
TERRITORIALES.

1. El marco constitucional

Tanto  la  jurisprudencia  como la  doctrina  constitucional  en  relaciÃ³n  con  la  carrera  administrativa,  aceptan  actualmente  y  sin  mayores
controversias, las siguientes reglas generales que resultan de la interpretaciÃ³n del artÃculo 125 de la ConstituciÃ³n PolÃtica y que hacen
referencia al tema que se estudia:

Todos los empleos del Estado son de carrera, de lo que se desprende que la regla general es la carrera, y las otras relaciones jurÃdicas
constituyen una excepciÃ³n a la norma.

Hay tres excepciones a la regla general de la carrera: los empleos de elecciÃ³n popular, los de libre nombramiento y remociÃ³n y los de los
trabajadores oficiales. La ley puede crear otras.

La carrera implica que los mÃ©ritos y las calidades de los aspirantes a empleos pÃºblicos, sean los Ãºnicos criterios para el ingreso y el ascenso.

El concurso pÃºblico es la regla general para la selecciÃ³n y el nombramiento de los funcionarios. Las excepciones deben ser expresas en la
ConstituciÃ³n o la ley.

https://www.funcionpublica.gov.co
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#0


Departamento Administrativo de la Función Pública

Concepto Sala de Consulta C.E. 1658 de
2005 Consejo de Estado - Sala de Consulta
y Servicio Civil

2 EVA - Gestor Normativo

EstÃ¡ excluida la polÃtica como criterio de nombramiento en los empleos de carrera.

Existe reserva de ley en materia de la regulaciÃ³n de la carrera de todos los funcionarios del Estado: de las tres ramas del poder, los Ã³rganos
autÃ³nomos, los de control, las entidades territoriales y sus diferentes Ã³rganos, etc.

Son causales de retiro: la calificaciÃ³n no satisfactoria en el desempeÃ±o del empleo y la violaciÃ³n al rÃ©gimen disciplinario.

Igualmente, es pacÃfica la interpretaciÃ³n del artÃculo 130 del Estatuto Fundamental, dentro de cuyos efectos jurÃdicos, en cuanto se relacionan
con este concepto, cabe reseÃ±ar los siguientes:

Los  cargos  de  carrera  se  regulan  por  varios  regÃmenes  que  se  pueden  clasificar  en:  el  rÃ©gimen  general,  que  como  su  nombre  lo  indica
constituye la regla para todos los empleos, salvo los que tengan norma exceptiva; los regÃmenes llamados especÃficos, que son de creaciÃ³n
legal  sobre  los  cuales  el  Congreso  tiene  plena  facultad  de  configuraciÃ³n;  y  los  llamados  especiales,  determinados  como  tales  por  la  propia
constituciÃ³n, en cuya administraciÃ³n y vigilancia es totalmente ajena la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil.

La existencia de la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, entidad Ãºnica con competencia sobre todo el territorio nacional, cuya funciÃ³n
primordial es la de administrar y vigilar las carreras administrativas, excepciÃ³n hecha de las especiales y de aquellas especÃficas en las que la
ley la excluya.

A lo largo del texto constitucional se encuentran estas carreras especiales: la de las Fuerzas Militares y la PolicÃa Nacional (ArtÃculos 217 y 218);
la de la FiscalÃa General de la NaciÃ³n (ArtÃculo 253); la de la Rama Judicial (ArtÃculo 256, inciso 1Âº); la de la ContralorÃa General de la
RepÃºblica (Art. 268 num. 10); y la de la ProcuradurÃa General de la NaciÃ³n (Art. 279).

Con fundamento en el inciso sexto del artÃculo constitucional 272, la ley y la jurisprudencia han entendido que las contralorÃas territoriales
igualmente estÃ¡n sujetas a un rÃ©gimen especial de carrera, criterio que esta Sala ha compartido en pronunciamientos anteriores y reitera en
el presente, teniendo en cuenta ademÃ¡s, lo ordenado por el numeral 2 del artÃculo 3Âº de la Ley 909 de 2004. Dice en lo pertinente la
ConstituciÃ³n PolÃtica en el artÃculo citado:

"ArtÃculo. 272. ...

Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerÃ¡n, en el Ã¡mbito de su jurisdicciÃ³n, las funciones atribuidas al Contralor
General de la RepÃºblica en el artÃculo 268 y podrÃ¡n, segÃºn lo autorice la ley, contratar con empresas privadas colombianas el ejercicio de la
vigilancia fiscal."

Por su parte el artÃculo 268 de la Carta, estatuye:

"ArtÃculo 268. El Contralor General de la RepÃºblica tendrÃ¡ las siguientes atribuciones: (Â¿)

10. Proveer mediante concurso pÃºblico los empleos de su dependencia que haya creado la ley. Esta determinarÃ¡ un rÃ©gimen especial de
carrera administrativa para la selecciÃ³n, promociÃ³n y retiro de los funcionarios de la ContralorÃa. Se prohÃbe a quienes formen parte de las
corporaciones que intervienen en la postulaciÃ³n y elecciÃ³n del Contralor, dar recomendaciones personales y polÃticas para empleos en su
despacho." (Se destaca).

Teniendo en cuenta la somera exposiciÃ³n del tema a nivel constitucional, se puede plantear el problema jurÃdico de la consulta: Si el Congreso
omite expedir las reglas de alguna de las carreras especiales, quÃ© se aplica: (a) Â¿la carrera general, entendiÃ©ndose entonces que los
funcionarios de la dependencia sin la ley especial, hacen parte de la carrera general hasta tanto se expida la regla especial? O bien (b) Â¿se
aplican, a esos empleados de carrera especial, aquellas normas de la carrera general que sean compatibles con la especialidad de la entidad de
que se trate, respetando su autonomÃa y finalidad?

2. La regulaciÃ³n legal de la carrera especial de las contralorÃas territoriales a partir de la ConstituciÃ³n de 1991.

En vigencia de la ConstituciÃ³n de 1991, el legislador ha expedido tres leyes para desarrollar el artÃculo 125: la Ley 27 de 19921, la Ley 443 de
19982 y la Ley 909 de 20043.

Para  los  fines  de  la  consulta,  baste  seÃ±alar  que  los  ordenamientos  en  comento  han  definido  la  carrera  administrativa  como  un  sistema
tÃ©cnico de administraciÃ³n del personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administraciÃ³n pÃºblica y ofrecer igualdad en las
oportunidades de ingreso al servicio, con aplicaciÃ³n del criterio del mÃ©rito en los procesos de selecciÃ³n.4

Respecto de su cobertura o campo de aplicaciÃ³n, las leyes en comento regulan la relaciÃ³n laboral de los empleados de carrera administrativa,
salvo los casos de las carreras especiales y de las especÃficas.

En relaciÃ³n con las carreras especiales, y dentro de Ã©stas la de los funcionarios de las contralorÃas territoriales, la ley 27 de 1992 dispuso en
el segundo inciso del artÃculo segundo:
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"ArtÃculo 2. De la cobertura. ...

Mientras  se  expiden las  normas sobre  administraciÃ³n  del  personal  de  las  entidades y  organismos con sistemas especiales  de carrera
seÃ±alados en la ConstituciÃ³n, que carecen de ellas, de las contralorÃas departamentales, distritales diferentes al distrito capital5, municipales,
auditorÃas y/o revisorÃas especiales de sus entidades descentralizadas, y de las personerÃas, le serÃ¡n aplicables las disposiciones contenidas
en la presente ley" (Se subraya).

La norma transcrita fue declarada constitucional por la Corte Constitucional, en sentencia C-391 de 19936 argumentando que el legislador estÃ¡
facultado por la ConstituciÃ³n para desarrollar los principios plasmados en el artÃculo 125 de la misma, tanto de manera permanente para los
empleos sujetos al rÃ©gimen ordinario, como de manera transitoria mientras se dictan los estatutos especiales. A la vez advirtiÃ³:

"Ahora bien, si el Congreso se abstiene indefinidamente de expedir los estatutos especiales que prevÃ© la Carta, haciendo tambiÃ©n indefinida
la aplicaciÃ³n de las indicadas normas generales, excediendo los tÃ©rminos razonables para ejercer su competencia, incurrirÃa en una conducta
violatoria de la  Carta PolÃtica,  pero la  violaciÃ³n consistirÃa precisamente en una conducta omisiva y no tendrÃa por quÃ© afectar  la
constitucionalidad de las disposiciones dictadas a tÃtulo precario. Acceder a la inexequibilidad planteada significarÃa dejar sin rÃ©gimen jurÃ-
dico la administraciÃ³n de personal de carrera en buena parte de los Ã³rganos y entidades que deben tenerlo, segÃºn mandato del artÃculo 125
de la Carta."

En el resto del articulado de la ley, se guardÃ³ silencio sobre la forma como se debÃa administrar la carrera de las contralorÃas territoriales.

La Ley 443 de 1998, regulÃ³ nuevamente la carrera administrativa y buscÃ³ solucionar varios de los problemas encontrados en la aplicaciÃ³n de
la anterior regulaciÃ³n, y en el parÃ¡grafo segundo del artÃculo 3Âº dedicado al campo de aplicaciÃ³n, reiterÃ³:

"ArtÃculo 3. Campo de aplicaciÃ³n. ...

ParÃ¡grafo 2Â°. Mientras se expiden las normas de carrera para el personal de las contralorÃas territoriales, para los empleados de la Unidad
Administrativa Especial de AeronÃ¡utica Civil y para los empleados del Congreso de la RepÃºblica, de las asambleas departamentales, de los
concejos distritales y municipales y de las juntas administradoras locales les serÃ¡n aplicables las disposiciones contenidas en la presente ley."
(Se subraya).

Esta ley, al estructurar la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, creÃ³ las Comisiones Departamentales y del Distrito Capital del Servicio Civil, y
ademÃ¡s en el TÃtulo VIII, rotulado como "De las contralorÃas territoriales" organizÃ³ las comisiones seccionales de carrera, cuya finalidad era la
de dirigir y administrar la carrera de las contralorÃas, cuya jurisdicciÃ³n era departamental. (ArtÃculos 73 a 80).

De esta forma, la ley en cita creÃ³ de manera permanente la estructura que debÃa dirigir  y administrar la carrera de las contralorÃas
territoriales, y en cuanto a su regulaciÃ³n definiÃ³ que se aplicarÃan las reglas de la misma ley, de manera transitoria, hasta tanto el legislador
expidiera el estatuto especial.

Las normas que creaban las comisiones del servicio civil, tanto las departamentales como las seccionales, fueron demandadas ante la Corte
Constitucional, que las encontrÃ³ contrarias al estatuto fundamental, pues considerÃ³ que la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil es una entidad
Ãºnica de origen constitucional, que debe administrar, dirigir y vigilar las carreras administrativas, salvo las especiales, y por lo mismo la
creaciÃ³n de las Comisiones departamentales desvertebraba tal instituciÃ³n, lo que reÃ±Ãa con la Carta. En relaciÃ³n con las comisiones
seccionales, a mÃ¡s de aplicar el criterio anterior, expresÃ³ que su creaciÃ³n transgredÃa el artÃculo 130 ibÃdem, por cuanto la ComisiÃ³n
Nacional del Servicio Civil ninguna atribuciÃ³n tenÃa en relaciÃ³n con las carreras especiales.

Por ser fundamental para el asunto que se estudia, procede la Sala a transcribir los apartes correspondientes del fallo C Â¿ 372 de 1999, que se
comenta:

"Se tiene, entonces, a la luz de lo dicho, que la carrera en las contralorÃas de las entidades territoriales es de carÃ¡cter especial y que, por lo
mismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artÃculo 130 de la ConstituciÃ³n, su rÃ©gimen estÃ¡ expresamente exceptuado del Ã¡mbito que
corresponde, en materia de administraciÃ³n y vigilancia, a la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, de lo cual resulta que Ã©sta no puede
cumplir, en cuanto a tales entes, las aludidas funciones."

"De allÃ surge el interrogante de si, habida cuenta de esa falta de competencia de la ComisiÃ³n Nacional, puede el legislador, como lo hace en el
precepto cuestionado, someter la selecciÃ³n de personal de carrera en las contralorÃas territoriales a las directrices y a la vigilancia de
comisiones del Servicio Civil por Ã©l creadas, con Ã¡mbito local o seccional, a manera de rÃ©plicas del ente nacional."

"Considera la Corte, por una parte, que si, como ya se dijo, la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil establecida por la ConstituciÃ³n es un
organismo Ãºnico encargado de administrar y vigilar por regla general el sistema de carrera, ningÃºn sentido tiene la existencia de comisiones
independientes a nivel territorial, no previstas por aquÃ©lla, cuya funciÃ³n descoordinada e inconexa desvertebrarÃa por completo la estructura
que la ConstituciÃ³n ha querido configurar en los tÃ©rminos descritos, frustrando los propÃ³sitos esenciales de sus artÃculos 125 y 130."

"Pero, ademÃ¡s, si lo que se predica del rÃ©gimen de carrera en las contralorÃas es su carÃ¡cter especial, a tal punto que frente a ellas ninguna
atribuciÃ³n puede cumplir la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, menos todavÃa puede admitirse la existencia de cuerpos similares a ella en
las contralorÃas de los departamentos y municipios. Lo que se impone es el establecimiento de las normas que sobre el particular la ley especial
debe prever, de conformidad con las aludidas disposiciones constitucionales."
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La sentencia que se analiza, tambiÃ©n declarÃ³ la inconstitucionalidad de las normas que definÃan la composiciÃ³n de la ComisiÃ³n Nacional del
Servicio Civil, (artÃculo 44) todo lo cual trajo como consecuencia que la ley 443 de 1998 no fuera aplicada, que tampoco se integrara lo que se
encontraba vigente de la misma con las leyes anteriores, situaciÃ³n que generÃ³ un estado de cosas inconstitucional, en tanto se definiÃ³, por
las  diferentes instancias  administrativas,  que la  Ãºnica forma de proveer  los  cargos pÃºblicos de carrera era mediante la  fÃ³rmula del
nombramiento provisional. Hasta la expediciÃ³n de la ley 909 de 2004, prÃ¡cticamente el paÃs estuvo sin aplicar el rÃ©gimen de carrera
administrativa, incluido el del personal de las contralorÃas territoriales.

Recientemente, la Ley 909 de 2004, enlista dentro de las carreras especiales la de las contralorÃas territoriales, e incluye un parÃ¡grafo,
numerado con el 2, que reitera la aplicaciÃ³n transitoria de la ley a los empleados de las contralorÃas territoriales, a cuyo tenor:

"ParÃ¡grafo 2o. (sic) Mientras se expida las normas de carrera para el personal de las ContralorÃas Territoriales y para los empleados de carrera
del Congreso de la RepÃºblica les serÃ¡n aplicables las disposiciones contenidas en la presente ley." (Se subraya).

Es importante recordar que la Corte Constitucional declarÃ³ conforme a la Carta el aparte de la ley 27 de 1992 que contenÃa una disposiciÃ³n
similar a la transcrita.

Esta Ãºltima norma permite dos interpretaciones posibles:

a) Que a los empleados de la contralorÃas territoriales se les debe aplicar la carrera general en su totalidad, entendiÃ©ndose por tal, que pasan
a formar parte de la carrera general hasta tanto se expida la regla especial; o bien,

b) Que a los funcionarios de carrera especial, se aplican aquellas normas de la carrera general que sean compatibles con la especialidad de la
contralorÃa territorial, y en lo demÃ¡s se debe respetar la autonomÃa y las finalidades propias de estos entes de control.

Cualquiera de estas interpretaciones permite dar cabal cumplimiento al mandato constitucional segÃºn el cual todos los empleados pÃºblicos
deben tener una relaciÃ³n legal y reglamentaria regida por las leyes de carrera administrativa, salvo las excepciones de ley. Otra interpretaciÃ³n
llevarÃa a que esos empleados se encuentren en la odiosa situaciÃ³n de los nombramientos provisionales sin el correspondiente concurso de
mÃ©ritos previo a su vinculaciÃ³n al servicio; situaciÃ³n a todas luces violatoria de los principios de carrera administrativa y de la funciÃ³n
pÃºblica contenidos en la ConstituciÃ³n.

Para efectos de definir cuÃ¡l de las interpretaciones expuestas es la mÃ¡s ajustada a derecho, procede la Sala a analizar, de manera sucinta la
normatividad constitucional aplicable a las contralorÃas territoriales.

II. LA REGULACIÃ�N DE LAS CONTRALORÃ�AS TERRITORIALES.

En general,  cabe afirmar que cuando se estudia la regulaciÃ³n de un Ã³rgano del  Estado,  es factible distinguir,  al  menos,  cinco aspectos que
pueden estar regulados en forma separada, a saber: las normas sobre estructura y organizaciÃ³n, las normas sobre el ejercicio de sus funciones,
las que regulan el personal, las que organizan el manejo de sus bienes y en forma especial los dineros, y las que ordenan el rÃ©gimen de los
contratos.

En cuanto al tema de la consulta, al hablar de carrera administrativa, pueden considerarse dos de los anteriores aspectos, el de la regulaciÃ³n de
la relaciÃ³n laboral propiamente dicha, y el de la estructura administrativa que va a dirigir, administrar y vigilar la carrera de los funcionarios. La
expediciÃ³n de las primeras normas es de competencia legislativa, la de las segundas, tratÃ¡ndose de entidades del nivel territorial, es de
competencia de las asambleas departamentales o de los concejos municipales. Veamos.

Al explicar los efectos jurÃdicos del artÃculo 125 de la ConstituciÃ³n PolÃtica que tenÃan relaciÃ³n con el tema del concepto, se decÃa que la
Carta reservaba a la ley la expediciÃ³n de la regulaciÃ³n de la carrera de todos los funcionarios del Estado, incluyendo los de las contralorÃas
territoriales. Por esta razÃ³n, la ley 909 de 2004, asÃ como ley 443 de 1998 y la ley 27 de 1992, ordenan la aplicaciÃ³n transitoria de estas
reglas a los funcionarios de las contralorÃas territoriales, y por Ã©sta razÃ³n la Corte Constitucional hallÃ³ ajustada a derecho el canon que asÃ
lo  definÃa,  segÃºn  se  expuso.  Igualmente  se  mencionÃ³,  al  citar  la  sentencia  de  inconstitucionalidad  de  la  ley  443  de  1998,  que  la  Corte  le
negaba a la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil toda competencia en la administraciÃ³n de la carrera de estas entidades de control fiscal.

Al no ser competente la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, es necesario preguntarse cuÃ¡l es el Ã³rgano que debe administrar esta carrera
especial, tema que pasa la Sala a analizar.

El tercer inciso del artÃculo 272 de la ConstituciÃ³n PolÃtica dice: "Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales
organizar las respectivas contralorÃas como entidades tÃ©cnicas dotadas de autonomÃa administrativa y presupuestal." En concordancia con la
regla  transcrita,  el  artÃculo  300  ibÃdem  confiere  estas  atribuciones  a  las  asambleas:  "Determinar  la  estructura  de  la  administraciÃ³n
departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneraciÃ³n correspondientes a sus distintas categorÃas de empleo; crear
los establecimientos pÃºblicos y las empresas industriales o comerciales del departamento y autorizar la formaciÃ³n de sociedades de economÃa
mixta7."

La  Ley  330  de  19968,  al  desarrollar  el  artÃculo  3089  constitucional,  reitera  en  el  artÃculo  2Âº  el  carÃ¡cter  tÃ©cnico  y  la  autonomÃa
administrativa y presupuestal de las ContralorÃas Departamentales y en el artÃculo 3Âº establece:

"ArtÃculo 3. Estructura y planta de personal. Es atribuciÃ³n de las Asambleas Departamentales, en relaciÃ³n con las respectivas ContralorÃas,
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determinar su estructura, planta de personal, funciones por dependencias y escalas de remuneraciÃ³n correspondientes a las distintas categorÃ-
as de empleo, a iniciativa de los contralores."

Vale la pena anotar que el artÃculo 9Âº de la Ley 330 de 1996, seÃ±ala como una de las atribuciones de los Contralores Departamentales la de
"proveer mediante concurso pÃºblico los empleos de su dependencia que haya creado la Asamblea Departamental", y a la vez configura como
causal de mala conducta la inaplicaciÃ³n del rÃ©gimen de carrera.10

Una regla similar existe en el artÃculo 312, numeral 6Âº, de la ConstituciÃ³n PolÃtica para los Concejos Municipales, replicada en los artÃculos
32, numeral 9 y 157 de la Ley 136 de 199411, sobre organizaciÃ³n y funcionamiento de los municipios.

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre la competencia constitucional y legal de las Asambleas Departamentales y de los Concejos para
determinar la estructura, las funciones, las escalas de remuneraciÃ³n, los requisitos para el desempeÃ±o de los cargos y la planta de personal
de las contralorÃas departamentales, municipales y distritales.12

Para la jurisprudencia, es clara la competencia legal de las Asambleas y Concejos para organizar la estructura de las contralorÃas territoriales,
entendiendo como tal, que a mÃ¡s de organizar las dependencias que las conforman, asignan, de conformidad con la ley, las funciones que le
corresponden a cada unidad administrativa. Es claro tambiÃ©n que las Asambleas y los Concejos Municipales carecen de facultad para regular
el control fiscal o la carrera administrativa de sus funcionarios. Su atribuciÃ³n estÃ¡ limitada a determinar la oficina que le corresponde cumplir
las funciones reguladas en las leyes.

Dicho en otra forma, la ley 909 de 2004 como producto de la reserva legal  para la regulaciÃ³n de la carrera administrativa,  se aplica
temporalmente y de manera imperativa a las contralorÃas territoriales en todo lo que ataÃ±e con la relaciÃ³n jurÃdica relativa a la selecciÃ³n,
ingreso, ascenso, situaciones administrativas, retiro y demÃ¡s elementos de la situaciÃ³n propia de la carrera; en tanto que, la estructura
administrativa que ha de ejecutar esta ley, debe ser creada por las asambleas y concejos, y en el correspondiente acto se deben asignar las
funciones  que  le  correspondan  a  cada  unidad  administrativa  para  su  cabal  cumplimiento.  De  esta  forma,  se  realizan  los  mandatos
constitucionales que consagran, de una parte que por principio, todos los funcionarios, incluyendo los de las contralorÃas territoriales, estÃ©n
bajo un rÃ©gimen de carrera administrativa, y de otra, que estas entidades estÃ¡n dotadas de autonomÃa administrativa y presupuestal.

Por esta razÃ³n no es viable sostener que los funcionarios de las contralorÃas territoriales puedan estar sometidos temporalmente a la carrera
general que administra, dirige y vigila la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil, pues se violarÃa la autonomÃa que ordena la carta constitucional,
a mÃ¡s del artÃculo 130 de la misma.

Ahora bien, es precisamente en el marco constitucional y legal de la autonomÃa de las contralorÃas territoriales y de su competencia para
ejercer las funciones administrativas inherentes a su propia organizaciÃ³n, que la remisiÃ³n del parÃ¡grafo del artÃculo tercero de la Ley 909 de
2004 "a las disposiciones contenidas en la presente ley", las habilita temporalmente para dar aplicaciÃ³n a los principios y procedimientos en
ella previstos para adelantar los procesos de selecciÃ³n, elaborar las convocatorias a los concursos, elaborar las listas de elegibles, establecer y
aplicar los instrumentos para evaluaciÃ³n del desempeÃ±o y en general para adelantar todas las actuaciones tendientes a dar vigencia jurÃdica
y real a la exigencia constitucional de la carrera administrativa.

Con base en las consideraciones anteriores,

la Sala RESPONDE:

De conformidad con el parÃ¡grafo del artÃculo tercero de la ley 909 de 2004, esta ley se aplica en forma transitoria a los empleados de las
contralorÃas territoriales, en cuanto regula el conjunto de relaciones jurÃdicas de la carrera administrativa especial.

De acuerdo con lo expuesto en la respuesta anterior, esta Sala conceptÃºa que la ComisiÃ³n Nacional del Servicio Civil no es competente para
administrar y vigilar la carrera administrativa especial de las contralorÃas territoriales, de conformidad con la prohibiciÃ³n expresa del artÃculo
130 de la ConstituciÃ³n PolÃtica. Deben ser las asambleas departamentales y los concejos municipales (en donde haya contralorÃas) quienes
determinen las dependencias que administren y dirijan la carrera administrativa en estas entidades de control.

Mientras se expida la ley que regule la carrera especial de las contralorÃas territoriales, las asambleas departamentales y los concejos
municipales (en donde existan contralorÃas) al determinar las unidades administrativas que dirijan y administren la carrera especial de los
funcionarios de estas entidades, deben seÃ±alar la dependencia encargada de definir y establecer, con aplicaciÃ³n de las normas de la carrera
general, los instrumentos de evaluaciÃ³n de sus funcionarios. La ley especial que se expida al efecto, puede, respetando la autonomÃa
departamental y municipal, definir el sistema de evaluaciÃ³n propio de esta carrera.

TranscrÃbase al seÃ±or Director del Departamento Administrativo de la FunciÃ³n PÃºblica y a la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la
RepÃºblica.

GUSTAVO E. APONTE SANTOS

Presidente de la Sala
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NOTAS DE PIE DE PÃ�GINA:

1 La Ley 27 de 1992 (diciembre 23) , fue publicada en el Diario Oficial No. 40.700, de 29 de diciembre de 1992. Fue derogada por la Ley 443 de
1998.

2 Ley 443 de 1998 (junio 11) Publicada en el Diario Oficial No. 43.320, de 12 de junio de 1998. Derogada, salvo los artÃculos 24, 58, 81 y 82 ,
por la Ley 909 de 2004

3 Publicada en el Diario Oficial No. 45.680 del 23 de septiembre de 2004

4 Arts. 1Âº, de las Leyes 27/92 y 443 /98, y Arts. 2Âº y 28, Ley 909/04

5 La exclusiÃ³n de la ContralorÃa Distrital obedeciÃ³ a que en virtud del ParÃ¡grafo del artÃculo 2Âº, la Ley 27 dio continuidad a la aplicaciÃ³n de
las normas distritales - Acuerdo 12 de 1987 expedido por el Conejo Distrital y sus reglamentos Â¿ en todo lo que la misma ley no modificara o
regulara expresamente.

6 Sentencia C-391/93 (16 de septiembre) Exp. D-267 Â¿ Demanda sobre Arts. 2Âº inc. 2Âº, y 4Âº, num. 4Âº, Ley 27 de 1992. M.P. JosÃ©
Gregorio HernÃ¡ndez Galindo

7 Numeral 7Â°.

8 Ley 330 de 1996 (diciembre 11), "Por la cual se desarrolla parcialmente el artÃculo 308 de la ConstituciÃ³n PolÃtica y se dictan otras
disposiciones relativas a las ContralorÃas Departamentales". Publicada en el Diario Oficial No. 42.938, de 12 de diciembre de 1996.

9 ConstituciÃ³n PolÃtica, Art. 308: "La ley podrÃ¡ limitar las apropiaciones departamentales destinadas a honorarios de los diputados y a gastos
de funcionamiento de las asambleas y de las contralorÃas departamentales."

10 Ley 330/96: Art. 9Âº: "Atribuciones. Los Contralores Departamentales, ademÃ¡s de lo establecido en el artÃculo 272 de la ConstituciÃ³n PolÃ-
tica, ejercerÃ¡n las siguientes atribuciones: (Â¿) 10. Proveer mediante concurso pÃºblico los empleos de su dependencia que haya creado la
Asamblea Departamental. / El incumplimiento de lo prescrito en el artÃculo 2o., inciso 2o. de la Ley 27 de 1992, es causal de mala conducta."
Anota la Sala que dada la identidad de la norma de la Ley 27/92 con el parÃ¡grafo del artÃculo tercero de la Ley 909 de 2004, la obligatoriedad
de dar aplicaciÃ³n a las normas de carrera administrativa continÃºa en iguales tÃ©rminos.

11 Ley 136 de 1994 (junio 2) "Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organizaciÃ³n y el funcionamiento de los municipios".
Publicada en  el  Diario  Oficial  No.  41.377,  de  2  de  junio  de  1994.:  Art.  32.  "Atribuciones.  AdemÃ¡s  de  las  funciones  que se  le  seÃ±alan en  la
ConstituciÃ³n y la ley, son atribuciones de los concejos las siguientes: (Â¿) 9Âº. Organizar la contralorÃa y la personerÃa y dictar las normas
necesarias para su funcionamiento" /  Art.  157: "OrganizaciÃ³n de las ContralorÃas. La determinaciÃ³n de las plantas de personal de las
contralorÃas municipales y distritales, corresponde a los concejos, a iniciativa de los respectivos contralores."

12 Cfr.: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, SecciÃ³n Segunda: Sentencia de noviembre 14/96, M.P. Javier DÃaz Bueno;
Sentencia de octubre 16/98, Rad. 16347, M.P. Dolly Pedraza de Arenas; Sentencia de octubre 29/98, Rad. 12904, M.P. Silvio Escudero Castro;
Sentencia de octubre 26/00, Rad. 14.992, M.P. Alberto Arango Mantilla. Corte Constitucional: Sentencia C-272/96 (junio 20), Exp. No. D-1062,
Norma acusada: artÃculo 157, Ley 136/94, M. P. Antonio Barrera Carbonell: "Significa lo anterior, que dentro de la competencia que tienen las
asambleas y los concejos para determinar la estructura y el funcionamiento de las administraciones departamentales, municipales y distritales
se encuentra la de seÃ±alar la estructura, la organizaciÃ³n y el funcionamiento de sus respectivas contralorÃas, como tambiÃ©n la atribuciÃ³n
de seÃ±alar las escalas de remuneraciÃ³n correspondientes a las diferentes categorÃas de empleos. Y es obvio, que dentro de esta atribuciÃ³n
se encuentra la de determinar las respectivas plantas de personal, pues Ã©sta supone el establecimiento de la denominaciÃ³n, naturaleza y
categorÃa  de  los  diferentes  empleos,  segÃºn  las  funciones  asignadas  a  Ã©stos,  de  acuerdo  con  las  que  corresponden a  las  distintas
dependencias a las cuales pertenecen."
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